El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Asunto


Auto  2ª instancia- 11 de septiembre de 2018

Proceso: 

Acción Popular 

Radicación:

66001-22-13-000-2018-00699-00
Demandante:

Javier Elías Arias Idárraga
Demandados:

Banco Caja Social y otros
Magistrado: 

Claudia María Arcila Ríos

TEMAS: 


ACCIÓN POPULAR /  FACTORES DE COMPETENCIA/ COMPETENCIA TERRITORIAL –Domicilio principal de las entidades demandadas Bogotá-/ COMPETENCIA FUNCIONAL  - Tribunal Superior de Pereira no es competente para conocer en primera instancias de los asuntos populares/ DECLARA INCOMPETENCIA.
En este caso, el actor decidió formular la acción en esta ciudad, pues según dice el domicilio del Banco Caja Social y del Instituto Colombiano de Normas Técnicas, se encuentra en este municipio, a pesar de que la vulneración ocurre en otro, y por lo tanto, en principio, se podría pensar que la competencia territorial radicaría en esta localidad.

Sin embargo, se equivoca el actor al señalar como domicilio de esas entidades la ciudad de Pereira, pues de conformidad con los datos consignados en las páginas web del Icontec
 del citado Banco
 y de la Superintendencia Financiera
, medio al cual acude esta Sala como lo autoriza el artículo 85 del Código General del Proceso, el domicilio principal de tales entidades es la ciudad de Bogotá y en razón de ello, la competencia territorial se radica en los jueces de esa localidad.

(…)

Respecto a la competencia funcional es clara la norma que viene siendo citada en el sentido de que de las acciones populares conocerán en primera instancia los jueces civiles del circuito y en  segunda, el Tribunal Superior del Distrito Judicial. En consecuencia, tampoco es esta corporación competente para conocer en primera instancia de las citadas acciones constitucionales.

En conclusión, se declarará que esta Sala carece de competencia para asumir el conocimiento de la acción popular propuesta, y se ordenará su remisión a la Oficina Judicial de Administración Seccional de Bogotá, para que sea repartida entre los juzgados civiles del circuito de esa ciudad, teniendo en cuenta, además, que ambas entidades demandadas son de naturaleza particular.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, septiembre once (11) de dos mil dieciocho (2018)


Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00699-00

1. El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra el Banco Caja Social y el Instituto Colombiano de Normas Técnicas -Icontec-, entidades domiciliadas, en su orden, en la calle 19 carrera 7 esquina y en la carrera 17 No. 5-57, ambas de Pereira, y como sitio de la vulneración señaló la calle 11 No. 4-08 de Cali. 
2. Para la protección de los derechos colectivos que dice son vulnerados, solicita se ordene a las entidades accionadas construir una ventanilla preferente y apta para la atención de ciudadanos de “talla baja… cumpliendo las normas ntc y normas Icontec”.
Como sustento de esa súplica indicó que la entidad bancaria carece de tal ventanilla y el Icontec no ha regulado las dimensiones que esta debe tener. 
3. El artículo 16 de la Ley 472 de 1998, que determinan el régimen de competencia aplicable para las acciones populares, reza: “De las Acciones Populares conocerán en primera instancia los jueces administrativos y los jueces civiles de circuito. En segunda instancia la competencia corresponderá a la sección primera del Tribunal Contencioso Administrativo o a la Sala Civil del Tribunal de Distrito Judicial al que pertenezca el Juez de primera instancia. Será competente el juez del lugar de ocurrencia de los hechos o el del domicilio del demandado a elección del actor popular. Cuando por los hechos sean varios los jueces competentes, conocerá a prevención el juez ante el cual se hubiere presentado la demanda.”
4. De acuerdo con lo expuesto, este Tribunal carece de competencia, tanto funcional como territorial, para conocer de la acción instaurada.

4.1 En efecto, en relación con el segundo de esos factores de competencia, es necesario precisar que según la norma citada, el libelista tiene la potestad de elegir el lugar donde presenta la demanda cuando el domicilio de la entidad accionado es diferente al sitio donde se produce la vulneración de los derechos colectivos.
En este caso, el actor decidió formular la acción en esta ciudad, pues según dice el domicilio del Banco Caja Social y del Instituto Colombiano de Normas Técnicas, se encuentra en este municipio, a pesar de que la vulneración ocurre en otro, y por lo tanto, en principio, se podría pensar que la competencia territorial radicaría en esta localidad.

Sin embargo, se equivoca el actor al señalar como domicilio de esas entidades la ciudad de Pereira, pues de conformidad con los datos consignados en las páginas web del Icontec
 del citado Banco
 y de la Superintendencia Financiera
, medio al cual acude esta Sala como lo autoriza el artículo 85 del Código General del Proceso, el domicilio principal de tales entidades es la ciudad de Bogotá y en razón de ello, la competencia territorial se radica en los jueces de esa localidad.
Lo anterior, siguiendo de cerca el precedente de la Corte Suprema de Justicia, que al dirimir un conflicto de competencia suscitado en un caso similar al objeto de estudio, determinó:

“4.- Descendiendo al caso de autos, al examinar el expediente se observa que el libelo fue presentado ante la judicatura con sede en Pereira; se dirigió a los jueces civiles del circuito; y, por reparto le correspondió al despacho de tal especialidad y nivel funcional de la mentada urbe. Asimismo, señala el actor en el escrito genitor, por un lado, que el «sitio de vulneración» es «km 7 vía Armenia – Armenia», y, por otro, que el domicilio de la entidad bancaria es «Cra 8 No 17 50 PEREIRA Rda».

5.- Bajo esas circunstancias, expuestos los factores legales y fácticos, se encuentra que la naturaleza de la norma (Art. 16 Ley 472 de 1998), está delimitada por los fueros concurrentes allí expuestos, por tal razón, el extremo activo podrá optar, exclusivamente, por una de las alternativas establecidas en el artículo 16, llevada a cabo esta selección, deberá el juez, respetar dicha escogencia. 

6.- Verificada la base de datos de la Superintendencia Financiera de Colombia
, de acuerdo con lo reseñado por el artículo 85 del C.G.P., halla  la Corte que el domicilio principal de la entidad demandada es la ciudad de Medellín – Antioquia, pues allí se suscribe lo que fielmente corresponde al certificado de existencia y representación del banco… 
Visto lo anterior, surge que si bien el gestor presentó el libelo ante el Juez del Circuito de Pereira, bajo la consideración de que ese era el «domicilio» de la entidad demandada, como elemento para determinar la competencia en la célula judicial de esa localidad, no es menos cierto que el «domicilio» principal de Bancolombia es la ciudad de Medellín; por lo que la equivocación en que incurrió el accionante no tiene fuerza vinculante para el juzgador. 

Adicionalmente, el hecho de existir una «sucursal» en ese territorio, no resulta razón suficiente para radicar el asunto allí, debido a que la norma, en ningún sentido, permite que se presente el libelo en «sucursales o agencias», pues solo lo admite en el «domicilio principal» (numeral 5º Art. 28 C.G.P.), por lo que no se puede aprobar que este sea un factor incontrovertible que fije la competencia en las acciones populares.     

Al respecto, reiteradamente se ha pronunciado la Corte, para señalar que «la existencia de una sucursal o agencia de la opositora en el lugar de los hechos, ninguna incidencia tiene en orden a determinar la competencia para conocer de una acción popular, pues, como arriba se reseñó, es el propio legislador el que, en ejercicio de sus potestades, determinó sentar una regla especial en materia de competencia para esta especie de contiendas judiciales, y el que la circunscribió a los precisos lindes trazados en el citado artículo 16» (CSJ AC, 3 Ago. 2015, Rad. 2015-01596-00. Reiterada en AC8152-2016). 

7.- En este caso no puede ser atendida la elección que llevó a cabo el actor en lo concerniente con el municipio donde presentó su demanda, empero, sí la opción que ha ejercido en consonancia con el domicilio del extremo pasivo, que de acuerdo a lo visto, corresponde a la ciudad de Medellín, por tanto, anticipadamente, se fijará la competencia en los jueces de esta ciudad. 

9.- En anteriores oportunidades este Despacho frente a situaciones similares había adoptado como criterio considerar que el conflicto de competencia era prematuro; empero, esta posición al interior de la Sala ha evolucionado y al revisarse el asunto, parece más adecuado definir de fondo el conflicto atendiendo la naturaleza constitucional de la «acción popular», y en aras de dar aplicación prevalente a los principios de eficacia, celeridad y debido proceso, con lo cual se tiende a reducir la exagerada litigiosidad que ha originado la excesiva presentación de «acciones populares» con idéntico cuadro fáctico, por lo que este Despacho se adhiere a ese cambio y participa; a partir de esta providencia, en la definición del conflicto, cumpliéndose de esta forma la carga argumentativa con respecto a la nueva posición que se adopta en esta providencia.       

10. Atendiendo el fuero personal elegido, después de imponerse su inferencia, la autoridad competente para conocer de la presente acción popular es el Juez Civil del Circuito de Medellín (reparto).”

4.2 Respecto a la competencia funcional es clara la norma que viene siendo citada en el sentido de que de las acciones populares conocerán en primera instancia los jueces civiles del circuito y en  segunda, el Tribunal Superior del Distrito Judicial. En consecuencia, tampoco es esta corporación competente para conocer en primera instancia de las citadas acciones constitucionales.
En conclusión, se declarará que esta Sala carece de competencia para asumir el conocimiento de la acción popular propuesta, y se ordenará su remisión a la Oficina Judicial de Administración Seccional de Bogotá, para que sea repartida entre los juzgados civiles del circuito de esa ciudad, teniendo en cuenta, además, que ambas entidades demandadas son de naturaleza particular.
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1º Declarar que carece esta Sala de competencia para conocer de la acción popular propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco Caja Social y el Instituto Colombiano de Normas Técnicas -ICONTEC-.

2º Remítanse la actuación a la Oficina de Reparto de Administración Judicial de Bogotá, para que sea sorteada entre los jueces civiles del circuito de esa ciudad.

3º Notifíquese esta decisión al actor por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ


S E C R E T A R I O











�http://www.icontec.org/Documentos%20compartidos/Estatutos%20Doc%20Int.pdf


�https://www.bancocajasocial.com/sites/default/files/files/estatutos_sociales_banco_caja_social_17_08_2017.pdf


�https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/10082625


�http://www.icontec.org/Documentos%20compartidos/Estatutos%20Doc%20Int.pdf


�https://www.bancocajasocial.com/sites/default/files/files/estatutos_sociales_banco_caja_social_17_08_2017.pdf


�https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/10082625





�SuperintendenciaFinanciera:https://www.superfinanciera.gov.co/jsp/loader.jsf?lServicio=Publicaciones&lTipo=publicaciones&lFuncion=loadContenidoPublicacion&id=61694.


� Sala de Casación Civil, MP. Margarita Cabello Blanco, auto AC3247-2018 del 30 de julio de 2018, radicado No. 11001-02-03-000-2018-01418-00
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